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(artículos 4, 6 y 29 de la Ley Orgánica 15/1999, y normas que los desarrollan) y la 
veracidad de la información publicada en los términos definidos por reiterada 
jurisprudencia (sentencias del Tribunal Supremo 129/2007 y 29/2009, de 26 enero). 
La sentencia del Tribunal Supremo de fecha 22 de enero del año 2014 se refiere 
expresamente al principio de calidad de datos y a los criterios de exactitud, 
adecuación y proporcionalidad de los datos. 

El artículo 29.4 LPDP advierta que los responsables del tratamiento de datos 
"solo podrán registrar y ceder los datos de carácter personal que sean determinantes 
para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que no se refieran, cuando 
sean adversos, a más de seis años, siempre que respondan con veracidad a la 
situación actual de aquellos". Ese precepto es desarrollado luego por los artículos 38 
y ss del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de  personal, conforme al cual solo será posible la 
inclusión en estos ficheros de datos de carácter personal que sean determinantes para 
enjuiciar la solvencia económica del afectado cuando concurran los siguientes 
requisitos: a) Existencia previa     ida, exigible. b) Que no 
hayan transcurrido seis a      que hubo de procederse al pago de la 
deuda o del vencimiento de la obligación o del plazo concreto si aquella fuera de 
vencimiento periódico. c  Requerimiento previo de pago a quien corresponda el 
cumplimiento de la obligación, con advertencia de que, caso de no producirse el 
pago en el término previsto para ello, los datos relativos al impago podrán ser 
comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias, particular este último que resulta del artículo 39 del Reglamento. El 
artículo 43 de ese mismo texto legal añade que "el acreedor o quien actúe por su 
cuenta o interés deberá asegurarse que concurren todos los requisitos exigidos en los 
arts. 38 y 39 en el momento de notificar los datos adversos al responsable del fichero 
común", de modo que "será responsable de la inexistencia o inexactitud de los datos 
que hubiera facilitado para su inclusión en el fichero, en los términos previstos en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

La intromisión se produce por la simple inclusión o permanencia del 
perjudicado en el registr     o que el mismo sea consultado; este 
hecho, según la sentencia de 24 de abril de 2009, “es intrascendente ya que la 
imputación de hechos (el ser moroso) que desmerecen la dignidad, ha salido de la 
esfera interna acreedor/deudor, que además no eran tales y hay la posibilidad de 
conocimiento; la efectiva divulgación de la imputación que exigía el artículo 7.7 de la 
Ley Orgánica ha sido eliminada por la reforma y nueva redacción del texto legal que 
impuso la disposición final cuarta de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 
del Código Penal”. 

La jurisprudencia constitucional y la ordinaria consideran incluido en la 
protección del honor el prestigio profesional de las personas jurídicas (SSTS 15 de 
diciembre de 199 , 29 de noviembre de 2010 y 25 de febrero de 2013 entre las más 
recientes) porque si bien el honor es un valor que debe referirse a personas físicas 
individualmente consideradas, el derecho a la propia estimación o al buen nombre o 
reputación en que consiste no es patrimonio exclusivo de las mismas (STC 214/1991). 
A través de los fines de la persona jurídico-privada puede establecerse un ámbito de 
protección de su propia identidad en el sentido de protegerla para el desarrollo de 
sus fines y proteger las condiciones de ejercicio de la misma. La persona jurídica 
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Contra la presente resolución cabe recurso de apelación, que habrá de 
interponerse en este Juzgado en el plazo de veinte días desde su notificación, para la 
Audiencia Provincial de Pontevedra. 

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la admisión del recurso 
se deberá acreditar haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones de 
este órgano, un depósito de 50 euros, salvo que el recurrente sea: beneficiario de 
justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local 
u organismo autónomo dependiente. 

El depósito deberá constituirlo ingresando la citada cantidad en el BANESTO, 
en la cuenta de este expediente, indicando en el campo "concepto" la indicación 
"Recurso" seguida del código "02 Civil-Apelación". 

Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir, tras la 
cuenta referida, separados por un espacio la indicación "recurso" seguida del código 
"02 Civil-Apelación". 

En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá 
verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la 
misma o distinta clase indicando,       observaciones la fecha de 
la resolución recurrida co    AAAA. 

 
Así lo acuerdo, ma do y firmo 

 
 
 

 
PUBLICACIÓN.- Leída y publicada que fue la anterior sentencia, por la Sra 

Juez que la autoriza, en audiencia pública, lugar y fecha en la misma indicados. Doy 
fe 




